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importe unitario de 123.160 pesetas cada uno de ellos: excepto clúltirno,
que es de 223_ ¡79 pesetas». y, además, se mcorpora ala escritura un
cuadro de amortización firmado por ambas panes, en el que se
cspcciiica, siguiendo el sistema frunces, la composición de cada una de
las cuotas constanteS. esto cs. que parte de las mismas corresponde a
amortización de capital'j'cuál a abono de intereses. sin que 10 que en
cada 31'10 ha de abonarse por intereses exceda de una anualidad de
intereses computada. mes él mes, sobre el total del capital garantizado.

)< El tercero de los defectos de la nota. aunque sc predica tanto de
la cl~lusula penal estipulada como de la estipulación -igualmente
ll1cluida en el tiJula calificado- en cuya virtud el !-'omprador habrá de
abon3.L en caso de re~olución, una delCrmin;¡da cantidad en conccpto de
uso y utilización del piso vendido, es impugnado exclusivamente en
cuanto se refiere a la no inscripción de la cláusula penal, y concretados
a este ámbito, ha de reiterarse la doctrina sentada por esta Dirección
General, en las citadas Resoluciones de 5. 6 Y 7 de febrero de 1990, que
concluyen en la nC'cesidad de la constatación registral de tales cláusulas
-('n los términos que de tales resoluciones resulta- en coherencia con las
nigencias de claridad y precisión de los pronunciamientos registrales y
de lrl necesaria expresión en el asiento de todos los pormenores del1itulo
que definan la extensión del derecho 'inscrito. Unicamente habrá de
afladirse, en relación con el extremo recog.ido en la letra b) de este tercer
defccto. quc es indudable -como afirma el Registrador y no se
contradice por el recurrente- la necesaria consignación, en caso de
resolución, tanto del precio abonado como de los intereses satisfechos,
pues uno y otros integran la contraprestación del comprador que
equilibra la transmisión dominical perseguida, y que, C'Íertamente, el
titulo calificado no es suficientemente claro· al respecto, pues al
('~trlbkccr que (('1 vendedor al con..ignilr el precio pagado en el momento
de ejecutar la resolucióll», naturalmente podrían entenderse excluidos
de In consignación los intereses hasta el momento satisfechos, a pesar de
que Ins partes han qucrido en eSte contrato que tengan la misma
relevnncia resolutoria que el precio.

4. Respecto de la pretendida vuln"cración del articulo 10 de la Ley
de Defensa de los Consumidores de 19 de julio de 1984, ha de recordarse
la doctrina sentada por este Centro directivo conforme a la cual los
medios de calificación de que dispone el Registrador (articulo 18 de la
Ley Hipotecaria) impiden a éste apreciar·si las concretas estipulaciones
debatidns tienen carácter abusivo conforme a dicha Ley, y, por otra
pa11e, no puede identificarse [como hace el Registrador al invocar el
artículo 10, letra c), número 2, de e53 Ley! la facultad discrecional de
rC'solución a que esta norma -asi como e artículo 1.256 del Código
Civil- se refiere con la resolución por .impago al amparo del artículo
1.504 del Código Civil. .

5.. Los defectos 4.°,5.°,7.° Y8.° de la nota no han sido impugnados
por el recurrente, yen cuanto al recogido en el número 6.°, el propio
Presidente del Tribunal Superior de Cataluña -que es a quien en las
cuestiones'que plantee el Derecho Civil de Cataluña corresponde dictar
In resolución definitiva en esos recursos- estima en el auto apelado que
corresponde a la Dirección General decidir en este caso porque, en rigor,
aunque la nota del Registrador alude en su apoyo a la tradición juridica
catalana, «la base de- su argumentación se fundamenta en normas de
Derecho Común».

Esta Dirección General ha acordado revocar el auto apelado y la nota
del Registrador, en los cxtremos. recurridos, y salvo en cuanto al
apartado b) del defecto 3.°

Lo que, con devolución del expediente original, comunico a V. E.
para su conocimie,nto y demás efectos.

Madrid, 9 de octubre de 1991.-El Director general, Antonio Pau
Pedrón.

Excmo. Sr.· Presidente del Tribunal Superior de Justicia de la Comuni­
dad Autónoma de Cataluña,

Pensian"s para la Vejez y de Ahorros de Cataluña y Baleares vendió a
Jon Arc:J.dia Alonso Fernandez y doña Josefa Hidalgo Domínguez, por
el precio \' demás condiciones quc en dicho documento se establecen, ia
finca que' en el mismo se describe. En la expresada escritura se pactan
las siguientes cláusulas: ~(Segunda: El precio de contado de esta venta se
fija en 2.973.600 pesetas, al que hay que uñadir los intereses por
aplnzamicntC', de las cu~les: a) 403.736 pesetas declaran los reprcsenlan­
tC's de la Entidad vendedora haberlas recibido antes de este acto de la
parte compradora. por lo que otorgan en su favor cfic-az y totarcarta de
pago por dicha suma. b) Y el fCsto~ de 1.569.864 pesetns, i-ncrementado
con el intcrés anual del 12 por 100. que la voluntad negocial constitu)e
como una sola obligación integrante de la contraprestación básica del
C'Omprador. se aplaza para ser satisfecho por éste en 132 pl~z,?s

meflSuak·s. los días I de cada mes. desde I de agosto de 1989 al 1 de Jullo
del rlllo 2000, ambos inclusive. de importe unitario de 35.150 pesetas
C<.ldn uno de de ellos, e'xcepto el ultimo, que cs de 35.239 pesetas, Dichas
cuotas están calculadas según el llamndo sistema franccs. de acuerdo con
el cuadro de amortización que mC' entregnn firmado por ambas partes
v que dejo unido a la presente escritura. Los p<1gos M' haran mediante
cargos en la cuenta número 1641-46 que el comprador mantiene en la
oficina 868 de la Caja wlldC{\ora. quien queda autorizada expresamente
par;¡ ello. Tcn:era: La falta de pago a su vencimiento de dos cualeSQuiera
de los plazos indicados. o del últlmo de ellos, tendra c1 canicIer de
condición resolutoria explicita a que se refieren los artículos 1.504 del
Código Civil y II de In Ley Hipotecaria, con los efectos que determina
el artículo 59 de su Reglamento. Ambas partes establecen de forma
expresa, ratificando y confirmando la norma de imputación de pagos del
artículo L 173 del Código Civil, que cualquier cantidad que se satisfaga
en cada uno de los plazos se imputará primero a la cobertura de los
intereses y en segundo lugar al precio de contado. por lo que no podrá
entendersc nUnca pagado éste sin estar preYÍamente cubiel10s aquéllos.
La resolución plena y automática de la venta se producirá por la
notificación del vendedor al comprador y por el transcursodcl plazo de
gracia de trcint'a días, a contar desde el siguiente a la notificación, quc
esta misma deberá concC{\er. El titulo inscribible scrá el del vendedor,
acompañado de los documentos que justifiquen haberse practicado la
notificación en el transCUrso del plazo de gl:acia y, en su caso, los
justificantes oc la cOllsignacíón a que se Tefiere el artículo 175 del
'Reglamento Notarial. Los contratantes pactan- que. en caso de resol~­
ción, el comprador deberá pagar la cantidad de .17.575 pesetas mensuales
por cada mes o fracción del mismo, desde hoy hasta que se devuelva al
vendedor la cosa objeto del contrato, en concepto de uso y utilización
dC'lpiso ...xC'ndido. Las partes atribuyen a este pacto el carácter de
dctermÍ1iación de los frutos de la cosa vendida, que será objeto de
deducción, en su caso, a los efectos del articulo 175 del· Reglamento
Hipotecario. Como cláusula penal, que forma parte de la escritura
misr'na de la condición resolutoria pactada; ambas partes establecen y la
parte compradora consiente eXpres.1Jnente que, en caso de resolución. la
vendedora retenga en su poder, en concepto de pena por incumpli·
miento, es decir, cláusula penal liquidadora del -daño y estrictamente
penal, la mitad de las cantidades que la parte compradora hubiese
satisfecho hasta el momento de la resolución. sin que en ningún caso
dicha cantidad, junto con la cantidad pagada en concepto de frutos,
pucda superar el 20 por 100 del precio' total de la finca vendida por cada
año transcurrido desde la firma del presente contrato. El vendedor. al
consignar el precio' pagado, en. el momento de ejercitar la resolución
podrá deducir directamente dichas cantidades.. por entender que, en caso
de ser aplicable el artículo L 154 del Código Civil, correspondería al
comprador solicitar judicialmente la moderación de la pena, y no al
vendedor perjudicado por su incumplimiento. 19ualmente quedarán en
beneficio del vendedor, en caso de resolución, ysin derecho a lndemni.
zación, cuantas obras e instalaciones de carácter fijo hubieren sido
realizadas en b 'finca vendida por el comprador.»

11

El dia 26 de julio de 1989. mediante escrilllra púb!lcu autorizada por
don José Vicente Martíne~-Borso. Notari_o de Barcelona, la Caja de

En el recurso gubernativo interpuesto por el Notario de Barcelona
don Jos~ Vicente Martinez-Borso COntra la negativa del Registrador de
la Propiedad número· 7 de Barcelona a inscribir una escritura de
compraventa, en virtud de apelación del recurrente.

HECHOS

30281 RESOLUC10N de 10 de octubre de 1991. de la Direccivn
General de los Regisfros }' del Notariado, en el recurso
gllbcf/w¡fpo illferpuesto pór el Notario de Rarce/anadan
José Vicewe Martine:;:.-Borso, contra fa Ilegatlt'a del Regis­
trador de la Propiedad número 7 de Barcelona a inscribir
ulla escritura d(' compral'ewa. etl l'irllld de apelación del
rccurreme.

Prescntada la anterior escritura en el Registro de la Propiedad
número 7 de Barcc10na fue cali(icada con la sigui_ente nota: «Presentado
nuevamente el precedente documento, habiendo caducado el anterior
asiento de presentación 388 y solicitadn nota de calificación por la
l'resentanle. según nota al margen del asiento de presentación número
1.683 del Diario 2;1. se extiende ésta en los siguientes términos:
Suspendida la inscripción del precedente documento en cuanto a la parte
radlcante en la demarcación de este Registro en base a los principios
hipotecarios de' legalidad del artículo 18 de la L,ey Hipotecaria y de
legitimación o de presunción de exactitud de los artículos 1_3.° de la Ley
Hipotec<lriay 38 de la Ley Hipotecaria y concordantes. por lo siguiente:
1.° Porque SIendo el articulo 59 del Reglamento Hipotecario un precepto
excepcionaL es de interpretación restrictiva. por lo que no es inscribible
la forma o procedimiento para obtener la resolución y reinscrípción a
favor del vendedor en base a la_ mera notificaC'Íón al comprador, lo que,
ndemfls, haría inseonstitucional 'el precepto (articulo 14 de la Constitu·
ción). ni tampoco cabe su ampliación al supuesto del impago de
intereses, lo que no autoriza ni el citado articulo 59 ni el articulo 11 de
la Lcy Hipotecaria, 2.° Porque la configuración que se hace en la
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cscri¡úra respecto a los ¡ntcres~s como una sola obligación en unión del
precio, aparte de suponer una confusu'm entre la obligación. principal de
p~go dd preciO y la OlJllgaclOn accesona del rago oc IntCn:scs, lmpllca
una contradícdón 1,:00 el cuadro de amortización que se incorpora a la
escritura. con múltiples repercusiones negativas desde el punto de vista
juridíco. como son la infracción o desconocimiento de los artícu­
los 1.966_3.'1 y r916 del Código Civil y de los artú.'ulos 1.2. 114, 116 y
157 de la Ley Hipotecaria. la vulneración de la interpretación restrictiva
del pacto de ·'Iex commissoria" y de los articulas 1.859 y 1.884 del
Código Civil, asi cómo de la doctrina jurisprudencial del artículo LS04
del Código Civil. que exige para I~ aplicación de dicho precepto el
incun1plimiel1to de la obligación princip.ll y no de las accesorias y,
;Itkmás, un incumplimiento grave y obstativo: preceptQs legales que'no
pueden ser al(:ctados por la autonomi.a de la voluntad (articulo 1.255
dl..'l Código Civil). 3.° Porque la obligación de indemnización por uso y
la cláusula penal que se estipulan en los párrafos quinto, sexto y septimo
de la cláusula tercera de la escritura no son inscribibles: a) Por vulnerar
la doctrina de las resolucíanes de la Dirección General de los Registros
y del Notariado de 5, 6'y 7de febrero de 1990, en cuanto que se prevé
la ('xclusión directa de ciert~ cantidades en caso de resolución del
contrato, incluso por la via extrajudicial, lo que es improcedente y
podría. dar lugar a una grave inexactitud registral que induciria a
confusión al deudor y a los tcrcc'ros (artículos 1·3.° y,38 de la Ley
Hipotecaria). b) Porque en el párrafo séptimo de ladáusula tercera se
tllude exclusivamente a: la consignación de la cantidad del precio y no
de los intereses percibidos por la vendedora. lo que vulnera igualmente
la doctrina de las citadas resoluciones.. e) Porque se trata de estipulacio·
nes obligacionales o personales entre tas ¡ml1es, carentes de trasc-cnden­
I..'ia real inniobilíaria, que no pueden tener acceso al Registro. segun
resulta de la legislación hipotecaria (artículos I-l.°, 2 y 98 de la Ley
Hipotecaria' y 51. regla sex.ta, del Reglamento Hipotecario) y de la
función registml consistente en scl~ccionar los pai..'to'i de trascendenciá
renl, según reitcrada doctrina de la Dirección General de los Registros
y del Notariado y del articulo 1.157 del Código Civil. d) Porque la
inscripción en el Registro de la variada gama de pactos obligacionalcs,
al amp;¡ro de la unidad estructural del negocio, supone partir de que en
el Registro de la Propiedad se inscriben negocios en su conjunto, cuando
el ntgocio opera como causa o tituJo inscribible, pero no como objeto
de la illscripción que es fa transmisión o la constitución y vicísitude5 del
dcrecho real inmobiliario, de cuya naturaleza no participan las obliga­
ciones indemnizatorias, salvo que estén garantizad01s por la vía adecuada
(articulo 105 de la Ley Hipotecaria), pues, en otro ¡;:aso. aparte de
dl'sconocer la "seriedad que debe presidir el' contenido de los asientos
regislralcs" y el ya citado artículo 1'.257 del Código Civil, se produce
confusionismo pura terceros respecto a la cficacia obligacional de los
pactos, obstaculizando con ello 101 drculación de los bienes inmuebles.
contra el articulo 27 de la Ley Hipotecaria y lo"sprincipios-quc inspiran
dicha legislación. e) Porquc.implican interpretación errónea del artículo
175, r('gla 6.(1. del Relamento Hipotecario, cuyo texto no puede dar
amparo registral,a situaciones que son meramente obligacion.ales.))
Porque los parrafos tercero a octavo de la cl~iusula tercera y el
apartado b) de la clausula segunda de la escritura vulneran el artí­
cufo 10 de la Ley de Ocfensa de los Consumidores de 19 de julio de
1984, eSf'ecialmcntc en los numeros 1.°. 3.'\ 4.u, 5.n y 8.° de la letra e)
de su apnrtado 1, :.Ü tr;:¡tnrse de' escritura incluida en ~el supuesto del
apartado 2 y- al ser un precepto determinante de nulidad de pleno
d\.'H.'cho de las cláusulas correspondientes, que entra en el :imbito de la
función registral callfic:ldora conforme al articulo .18 dc la Ley Hipote~

caria. 4.° Porque d pacto de imputación de pagos previsto en d párrafo
segundo de la cláusula tercera es de car:icter obligacional o personal y
e¡¡rece de trascendencia real inmobiliaria, 5.l> Porque el pacto de no
indemnizar.al comprador las instalaciones fijas realizadas por el mismo,
aparle dc ser un pacto 'personal u obligaeional relativo sólo al comprador
y no a los tcrceros poseedores. vulnera el artículo 327 de la Compila·
eión, aplicable por analogia. 6.° Porque la interpretación restrictiva del
comiso 'f del pacto de "Iex commissoria" procede eSpC'ciulmente en
Derccho Catalán dado que la "tradición jurídica catalana" a que se
refiere el articulo 1 de la Compilación asi lo revela, por lo que resulta
inadecuada ta amplitud de supuestos y de efectos que se pretende en la
escritura en relación con el pacto de la "le.\ commissoria". 7.° Por no
acompañarse la ~arta de pago del impuesto de transmisiones patrimonia­
les para su ar~llIvo conforme al artículo 51 del Reglamento Hipoteca·
rio, regla 13.;1 8,<) Por no acompañarse la declamción del impuesto
municipal de plusvalía o de incremento del valor de lo~ terrenos
conforme al articulo 361 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de-18
dc abnL Defectos subsanables mediante el otorgamiento de la corres­
pondiente- escritura de subsanación en qUe se haga la ad:lptación del
contrato a 1<1: normativa legal resultante -de lo expuesto, y los defec·
tos 7.1) y 8.° mediante 1<1: aponación de las respectivas carta de pago y
declaración de plusvalía. Contra la p.rcscl1le nota de calificación cabe
r('curso gubernativo, ante el Presidente del Tribunal Superior de JustiCia
de Cataluña, conforme <1: los articulas 66 de la Ley Hipotl..'caria, 112 Y
siguientes del Reglamento Hipotcl·ario y disposición adicional séptima
de la ley Orgánicadd' Poder Judicial, en el plazo'y por los trámites que
resultan de los citados artículos 112 y siguientes del Reglamento
Hipolecario.-Los enmendados: "Inst.:ripeión'· y ··Segunda"

valcn.-Barcelona, 20 de abril de 1990.-EI. Registrador.-José Manuel
Garcia Garcia».

!Il

El Notario autorizan te del documento inferpuso recurso gubernativo
contra la anterior calificación, y alegó: Que la nota rccurrida deniega la
inscripción de una compraventa con precio aplazado y condición
resolutoria explkita por considerar el Registrador que los intereses del
precio aplazado no pueden quedar amparados bajo la. cobertura del
artículo 1.504 del Código Civil y que la cláusula penal inserta en dIana
es inscribible, dada su naturaleza personal, Estas cuestIOnes han SIdo
resuc-ltn.-s parla Dirección G('neral de los Registros y del Notariado en
Resoluciones de 5, 6 Y 7 de febrero de 1990. dictadas en recursos
promovidos por el mismo recurrente contra notas denegatorias del
mismo Rcgistrador que fueron revocadas, y en base a escrituras de
idéntico contenido que las ahora denegadas.·1. Cobertura de intere.­
ses.-Que las Resoluciones citadas establccencon toda claridad que la
protección'del artículo 1.504 del Código Civil, se extiende también a los
intereses del precio, cuando así se ha pactado. Que al respecto hay que
scúalar: <1) El párrafo en cuestión no se aparta ni un milímetro de lo
establecido en el articulo 59 del Reglamento Hipotecario, y por mucha
intel:prctación restrictiva que se le dé no aparcce por ningún lado su
conculcación, b) La determinación dc inconstitucionalidad de dicho
precepto debe Quedar sometida, en su caso, a instancias judiciales,'y este
dc-fecto es nuevo y no existia en la nota anterior, por lo que se considera
la necesidad de aplicar el artículo 127 del citado Reglamento. JI. La
obligación única integrada por precio al contado e intcrés.,..-Quc no existe
contradicción entre el precio al contado e intereses, pues lo que sucede
es llue se configuran como una sola obligación integrante de la
contraprestación básica del comprador. Que la contradicción en el
cuadro de amqrtiz<l:ción no existe. y que el cuadro de amortización
distinga las cantidades correspondientes al precio e intereses en cada uno
de los pagos periódicos. su·pone el cumplimiento de lo establecido en las
Resoluciones citadas: I~I concreción de cada uno de los pagos periódicos.
a los efectos del articulo 1.I}3 del Código Civil y finalmente a
informaCión al c,amprador. Que los preceptos del Código Civil y la Ley
Hipotecaria que, según el Rcgistrador, se conculcan no titnen que ver
nada con los intereses- del precio aplazado y ~uponen una confusión
en:re la hipoteca y la condición resolutoriu. cuando la distinción entré
amb'ls dcocria estar lo suficientemente dara. y, por último, no se i&nora la
doctrina jUlisprudencial. pues la aprecíacion de qué tipo de incumpIJmlento
es grave corresponde su apreciación, a .los Tribunales de Justicia.
111. ' la no inscriblbiiJdad de la cláusula penal [defecto tercero, letra
an.-Que las ResolUCIOnes citadas s.on posteriores a la escritura callf¡·
cada, luego no puede éstn vulnerar su doctrina. Aquellas Resoluciones
declaran inscribibles las cláusulas penales que suelen -acampa llar a las
previsiones resolutorias expresas. Que al deudor lo que le puede
prodLlcir confusión es el contrato y no la inscri¡x:ión, que sólo produce
efectos respecto de terceros y en cuanto a éstos lo que. pretende la
inscripción de la cláusula pl'nal es que el tercero sepa que, a lo peor. no
hay subrog'1Ción real de todo d precio en Jugur de la finca. Por otra
parte, es illdifl.'rente que en el Registro conste o no el posible derecho del
vendedor a reteller las cantidades en que consiste la pena, porque el
pacto sólo produce efectos entre partes porque su comtulJ,ción r:::gistrJ!
cs la informacJ{)n a tertcro que no se Ve afectado ROl" dicho pacto,
porque según las Resoluciones referidas para que se opere la rcinscrip­
ción, cn cUJlquier caso. (.'s preciso proccder a la consignación. total del
precio.. l'n los té.rmll1os del artículo 175 del Reglamento Hipteeario y,
porque en virtud de todo 10 anterior es pc-rfectall1('nte inscribible la
cláusula penal. IV. la consignación del precio y de los intereses
[defecto J, letra b)kQuela .:scritura calificada en ningún caso habla de
precio como un contepto distinto al de intereses. habla de prccio de
contado y de intereses. V_ La falta de trasccndcncia real de la ciáusula
pcnal [dr.::fecto 3, letra c)j.-Que son Il1scribiblcs las clausulas pena!cs que
acolTlpaúan a las prl'visioncs resolutorias explicitas. según las tan
rl.'feridas Resoludoncs. VI. Reiteración de lo anterior [(efecto 3. ktra
d)J.-Que vale lo dicho en el punto antt's expuesto. VII. lnterpn:tacion
('ITónea dd articulo 175 del Reglamento Hipotecario [defecto 3,
letra c)}.,-Que '-dicho preccpto no tiene nada que vcr· con la constatación
n:gistral de J.a..,¡;l;iusula pcnal. VIII. La ley de Ddellsa del Consumi­
dor.-Qul' según l.as Rl'soluciones de 16 de lebrero y de 16 de marzo de
J 9QO la aplicación de la citada parte d¡,.:'! Registrador supone una
inmisión en fUllciones jmisdicclonaks. que la Constitución rcservaa los
Tnbunalcs Ordll1arios de JustiCia. IX. El Pat·to de In)putación de
pagos_-Quc se está de acuerdo con el RC'gistr~doL X. Mejoras.-Que se
incurre en una contradicción. pues si el pacto es personal e intrasc:n·
dente con respecto a terceros no se imcribe y no se puede alegar que se
vulnera el artículo 327 Jela Compilación de Catilluna. pues este regula
la venta a carla de gracia o «cmpenyamCnh) que es una figura distinta
a la .que -se estudia. XI. La tradición jurídica cat01lana.-Que dicha
traulClún se caracteriza por 101 generosa auton01l11a que a la voluntad de
los pi.lniculares concede, sin m~¡s límites que el derecho natural y las
norll1J.s imlX'rativJs. Que en matl'ria de censos es donde la posibilidad
del comiso se aprecia más darament;:. XII. La falta de presentación de
cart;ls de pugo.-Que tos cteft'ctos 7.° y 8.° de 1<1: nol<l: no se recurren.
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IV

El RcglstradOl, en defensa de su nota informó: 1. La kgalídad
fOl Jl1:JI de la nota calificadora dd RegIstrador -Que en este caso es
aplicable 10 cstabk'cldo en el artículo 108 del Reglamento Hipotecario,
11. Que existe una contradicción en la escritura calificada con la
doctrina de las Resoluciones de 5, 6 y 7 de febrero de 1990, 1II. Que
del contenido <id título resulta que el precio aplazado es.tá configurado
C0l1ll1 un préstamo ücredito, y prueba de ello es el clllldro de
amol1ización que sC' incorpora a /¡¡ cscritur<l~ así, pues, junto a la
compraventa existe un prcslamo o crédito por razón del aplazamiento
:- se han p~Klado unos. intereses por razón dcJ mismo, y no cabe inscribir
l:;¡ rondíción rc~olutoria nada más que respecto al precio ~zado de la
compravenla y no respecto al precio del credito que son los intereses,
porque se estaría ante un comiso no permitido en el caso del préstamo.
No puede idenlificarse en general un demento esencial que es la causa
dc] negocio jllridico y un clcmentoaccidenlal que es el plt\zo del negocIO.
Que el pacto de ((lex .con1missori<m no cabe aplicarlo _por analogía: las
Resoluciones de 2~ de marzo y de 16 de septíembre de 1987 fueron
terminantes en pro de la interpretación c-strict3 del comiso, conforme a
los artículos 4~2.o. 1.859 y 1.884 del Código Civil. IV. Que en la venta
en condición resolutoria hay que ver una figura primitiva. porque
concede al acreedor una garantía que fácilmente excede de la cobertura
del crédilo. y ante csta situación, y por otros inconvcnientes, lo lógiéo
es mantener la figura dentro de sus propios limites, en lugar de ampliarla
con interpretaciones extensivas, De la excepcionalidad de garantias de
cste tipo habla por si sola la ley de Ventas a Plazos de Bienes Muebles
de 17 de julio de 1965. en el articulo 19. Por tanto, el carácter restrictivo
de 1J. aplicación del artículo 1.504 del Código Cívil no sólo se refiere a
IJ- no nplicaC'Íón dc1 impago de intereses del pacto de comlSO, sino.
lambifn a la improcedencia de unificar, respecto a terceros. los efeclOs
dc la cláusula penal y de la indemnización por uso con los del pacto de
comiso. V. Que la unificación del precio.e intereses en una sola
obligación supone una confusíón entre-los conceptos de precio de venta
e inICrescs del precio aplazado, pues una prestación acresoria como los
intereses no puede nunca ser la causa del negocio, que es un elemento
principal. la referida configuración como una sola obligación con el
precio -supone una contradicción con el cuadro de amortización y,
además. un fmude de ley (articulas 1.859 y 1.884 del Código Civil);
debiéndose tener· en cuenta los preceptos que se. señalan en l<l Ilota
calificadom vulnerados por-la citada unificación; con la cita de los,
mismos no se trata de confundir la hipoteca y la condición resolutoria,
sino de resaltar el principio general de Ja ley Hipotecaria de quC' no
afecta a terceros prestaciones periódicas más .allá de cinco ailas.
VI. Que la consignación hade ser de todas l<ls cantidades recibidas por
el vendedor y no solamente del precio, como dice la escritura, pues si
~c entiende que el p<leto de «Jex commissoria» se extiende' no sólo ar
precio, sino tambicn a los intereses, lógicamente se habría de concluir
quC' eJ efecto de la consignación que producirá también respecto de los
intereses perCibidos por el precio. VIL Que la referencia en la nota
calificadora delcartíctCÍ' restrictivo del nrHcuto' 59 del Reglamento
HipotC'cario obedece a la existencia de una sentencia del Tribunal
Supremo de 19 de julio de. 1989, que no pudo. ser citada en bs
Resoluciones de 5, 6 t 7 de febrero de 1990, en la que exige que el
compmdor, una vez notificado, consienta o se altane para proceder por
la vía extrajudicial, y, en cnso contrario,se procederá por la vía judiciaL
VIII. Que si el articulo 59 del Reglamento Hipotecario no se le hace
una interpretación estricta es inconstitucional, por implicar indefensión
para e! comprador y privación de sus derechos sin acudir a los
Tribunales. Que la Constitución es una norma de aplicación directa, por
lo que fas normas <:Interiores a ella que no se acomoden a la misma han
de entcndcrse _de acuerdo can los principiOS constitucionales. PUC5 en
otro caso estarinn derogadas por la propia Constitución: IX. Que tanto
la jurisprudencia del Tr.ibunal Supremo cama la doctrina de la Direc­
ción General de los Registros y del Notariado han venido mantenic;ndo
tina interpretación estríct;] dcl artículo 1.504 del Código Civil, cn cuanto
que sólo puede garantizarse _con la <<1ex commíssoria» la obligación
principal"del pago del precio y no·las accesorias o accidentales (intereses)
yen euallto Que el incumplimiento del comprador sea grave y obstativo
que revde una voluntad deliberadamente rebeldc al cumplimiento. Que
en los únicos aspectos que cabe una interpretación extensiva del referido
precepto es c-n aquellos pactos que suavizan el drástico cfccto resolutorio
y automático del pacto comisario. X, Que la cláusula penal tiene
carácter personal, )' el recurrente no ha hecho ninguna argumentación en
(ontra. Que no se puede- alegar la doctrina de las Resoluciones de 5. 6
Y 7 de febrero de 1990, cuando se señala en la nota calificadora la
existencia de un pacto de indemnización por uso, además de la cláusula
penal. Que no se planteó en relación con los casos de dichas Resolucio­
nes. XL Que el contenido sustantivo del Registro de la Propiedad es
el ré'gimcn de protecciones y facultades en orden a la acción real y a
aquellas otras accíoncs que por ley puedan afectar a terceros o puedan
constl1uir---carga sobre una finca y, por tan1.D, el Registro no protege los
derechos personales, Que son de destacar las Resoluciones de J de abril
de 1981, de 29 de diciembre de 1982, de 20 de marzo de 1987, de 4 de
julio de 1984. y de 5-, 6 Y 7 dc fchrercrdc 1990. XII. Que la dáusula
j1l'JlJl es inválida por infringixvarios apartados del artículo 10 dC' la Ley

de Defensa de los Consumidores. pues estamos ante una cláusula
estrictamente penal. que va más 'allá dc la indemnización del daño. En
este punto cabe destacar la Resolución de 7 de septiembre de 1988 y
tampoco hay que olvidar la de 11 de mayo de 1990. XIII. Que.e1
artículo 175. regla 6.n, del Reglamento Hlpotecano alude a ~as dt'd~cclo­
nes que en su caso prm:edan, pero no tienen por_que- rcfcflrse a
deducciones derivadas de una cláusula pc"al personal o de un pacto de
indemnización por u~o. En realidad. las dedu.c'ciones en ras,? ~c
resolución de Y('111a con precio Jplazado garantIZado con cOndlClOl1
resolutoria serán lns siguienles: a). Sí no existen terceros. caben todas
las deducciones derivadas del contralO (cláusulas penalc-s y pactos de
indemnización por uso. si así lo decreta el Juez). b) Sí existcn terceros.
no debe producirse ninguna deducción por cláusul? pena~ .Y por
mdel11niz<!oón por uso, ni slquitTa cn caso de-- resoluClon .lUdloa!. En
este C::ISO las dcducCIOIKS son las dc-rl\:adas de la (posesióm> y de la
liquidación rel;uhante de lal situación. Por tanto, no cabe consignar en
el Registro de la Propiedad el pacto de indemni~a.ción por US? y la
dállsula pcnal con la cláusula dequc se deducmall las ~antl-da~es
-derivadas de ellas, en base 31 nrticulo 175 del Rcg:lnmento Hlpotecano,
como hace la, escritura calificada. XIV. Que la imputación de pagos
tiene un caraeter personal es un defecto contra e! que no se recurre,
~iendo firme la nota calificadora en este respcclO. XV. Que hay un
principio general en Derecho Catalall que se puede extraer de!. artículo
327 de la Compilación. pero también del artículo 301 de la mIsma, en
el sentido dc que cuando se fesuehe el derecho del comprador o del
dueño útil, hay que indemnizarse In:; obras e instalaciones realizadas por
el mismo. Este principio se debe aplicar también a la venta con
condición resolutoria, pues se da la misma ((ratio» que en Ja venta a
carta dc grncia, Que en cuanto nI dcfeclo6_Q de la not<1 hay que scnalar
que la tradición Juridica catalana es un elemento fundam~ntal de
\.:italización deL Derecho Catalán, según reconoce toda ladoctnna, yes
de interés destJcar que el artículo l.u de la Compilación tiene en cuenta
aquélla «(110 sóJo para interpretar e integrar la Compila~ión.'. sino también
pJra "las otras normas"»; o sea. que cuando tenga aplieaclOn el Derecho
Civil como derechosupletono, al entrar en Cataluña, ha de tener en
cuenta la tamización que resulta de la nludida tradición. Así, pues, hay
una serie de elementos que conforman la tradicion jurídicJ eatala.na, que
llevan a Ja interpretación restrict~va del ~'1cto de la «lc~ comm!ssorul.»
en CataJuí\a, en contra del entena extensIVo de la escntura objeto del
recurso: n) El Derecho Romano Justiniano, b} El cor:niso es de
intcrprclnóóll tod<lvía más cxc:cpcion::¡l- cn Cata~uoa en v!ftud de su
tradición jurídica. e) La oposición de la doetn~a .c~talana, s~bre el
pncto de «lex commissoria» ~n Catall.l0a, d) El i?n~elplO de eCjU;lyalen­
cía de prestaciones y la consigUIente Idca de preCio justo y resclsl.on por
lesión en Cataluña. e) El criterio restrictivo de la resolUCión de
contratos en Derecho Catalán. ~

V

El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Cataluila cDnfirmó
la -Ilota del Registrador fundtindose en las Resolucione-s de 24 de marzo
y de 16 de noviemhrc dc 1987; en quc la escritura objeto de reclf~o se
opone a las ResolUCIOnes de 5. 6 Y 7 de febrero de 1990: y, por ulhmo.
en los razonamientos expuestos por el Registrador en su informe y los
argumentos recogidos en el auto de esta Presidencia de 10 de enero
de 1990.

VI

El Notario recurrente apeló el auto presidencial, manteniendose en
sus alegaciones. y ana,dié: Que el auto no está motivado en cuanto a la
inadmislán de que los intereses del precio aplazado en una compraventa
de inmuebles, cuando se da a la falta de pngo el C<lrácter de condición
fesolutoria están cubiertos por el artícuJo. J.504 del Código Civil. Que la
inndmisión del recurso en cuanto a que las cláusulas penales que suéJen
acompaJ1ar a las previsiones resolutorias expresas deben hacerse constar
en la inscripción está motivada. pero se re[¡ere a euestiones.que no se
han planteado Cn el recurso. Que el recun'cnte no funda parte alguna de
su rccurso en el derecho catalán. sino _que intenta demostrar que la
tradición jurídica catnlana es contraria al sentido en que el Registrador
l~\ enüendr y que el articulo 327 de la Compilación no tiene nada que
vcr con las cuestiones debatidas,

Fl'NDAMENTOS DE DERECHO

Vistos los artículos 1.256 y 1504 del Código Civil. 18 de la ley
Hipotecaria, JO de la Ley de Defensa de los Consumidores de 19 de
enero de 1984 Y las Resoluciones de 5, 6 Y 7 de febrero de 1990.

1. El primero de los defectos de la nota plantea dos cuestiones, Ja
de la suficiencia o insuficiencia de la notificación al comprador como
proccdlluiclllO para obtener la resolución de la venta y su consiguiente
rcinscripción a favor del vendedor, y la relativa a la posibilidad de
extender la cobertura de la condición resoJutoria ex.presa a la obligación
de pago dc intercses como consecuencia del aplazamiento del pago de
parle del precio. Mas' como el recurrente, lo mismo en su escrito de
inlerposición W.le en el de apelación, se limita a impugnar el criterio del
Registrador en .este último aspecto, .a el deberá circunscribirse la
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30282presente Resolución que, por lo demás. no puede sino reiterar en. su
intcgndad la doctrina ya manifestada por estc C~nlro directiVO
(vid. Resoluciones de 5, 6 y 7 de febrero de 1990. que por cierto se
prommciaron con ocasión de cXP.edicntes planteados ante el mismo
Notario y cll11ismo Registrador que suscitan el que ahora se debate) en
d sentido de confirmar la validel de la cstipulacioón que extiende a la
obligación de abono. de intereses por el aplazamiento dd pago del precio
la cobertura inherente a la condición resolutoria explicita del articulo
1.504 del Código CiviL

1. En cuanto al segundo de los defectos de la nota. debe rechazarse
la confusión y contrudícción apuntada por el Registrador. toda vez que
se hallan perfectamente delinidos en todos sus aspectos y deslindados
cntre ~i -con todas las consecuencias jurídicas inherentcs- el precio al
contado. el precio aplazado y la oblig¡lCión de intereses. por cuanto en
la escritura calificada expresamente se establece que «el precio de
contado de esta venta se tija en ]:.973.600 pesetas. de las cuales. 403.736
pesetas se declaran recibidas con anterioridad. yel resto. de 2.569.864
pesetas, incrementado con el intcrcs anual del 12 por 100, que la
voluntad negocinl constituye tomo una sola obligación integrnntc de la
contraprestación básica del comprador. se aplaza, para ser satisfecho por
éste en 132 plazos mensuales, los días I de c.lda mes. desde el 1 de
agosto de 1989 al 1 de jutío del año 1000, ambos inclusive, de un
importe unitario de 35.150 pesetas cada uno de ellos. excepto el último,
que es de 35.239 pesetas», y. además, se incorpora a la escritura un
cuadro de amortización firmado por ambas partes, en el que se
especifica, siguiendo el sistema frances. la composición de cada una de
las cuotas constantes. ,esto es. qué parte de Ins mismas corresponde a
amortización de capital y cuál a abono de intereses, sin que lo que en
cada año ha de abonarse por intereses exceda de una anualidad de
intereses conlputáda, mes a mes, sobre el total del capital ~arantiiado.

J.. El tercero de los defectos de la'nota. aunque se predlcá tanto de
la Cláusula penal estipulada como de la estipulación -igualmente
incluida en el título calificado- en cuya virtud el comprador habrá de
abonar, en caSO de resolución. una determinada cantidad en concepto de
uso y utilización del· piso vendido, es· impugnado exclusivamente en
cuanto se refiere a la: no inscripción de la djusula penal, y concretados
a estc ámbito, ha de reiterarse la doctrina sentada por esta Dirección
General, en las citadas Resoluciones de 5, 6 Y 7 de febrero de 1990, que
concluyen en la necesidad de la cónstataciónrcgist,ral de tales el<i.usulas
-en los términos que de tales resoluciones resulta- en coherencia eón las
eúgencias de claridad y precisión de los pronun(iamientos,registralcs' y
de la necesaria expresión en el asiento de todos los pormenores del título
que definan la extensión dd den:-cho inscrito. Unicamente habrá de
aiiadirsc, en relación con el extremo recogido en la letra b) de este tercer
defC'cto. que es indudable -como afirma el Registrador y no se
contradice pOr el recurrente-: la necesaria consignación. en caso de
resolución, tanto del precio abonado como de los intereses satisfechos.
pucs uno y otros integran la contraprestación del comprador que
equilibra la transmisión dominical. perseguida. y que, ciertamente. el
título calificado no es 'Suficientemente claro al respecto. pues al
est<lblccer que «el vendedor al consignar el precio pagado en el momento
dc ejecutar la resolución», naturalmcnte podrían entenderse excluidos
de la consign<lción los intercses hasta el momento satisfechos. a pesar dc
que las partes han querido cneste contrato que tengan la misma
relevancia resolutoria que el precio. .

4. Respecto de la prctendida vulneración del articulo 10 de la Ley
de Defensa de los Consumidores de 19 de julio de 1984, ha de recordarse
la doctrina sentada por este Centro directi\Co conforme a la cual los
medios de calificación de que disponc·cl Registrador (artículo 18 de la
Ley Hipotcraria) impiden a este apreciar si las concretas estipulaciones
d{'batidas tienen carácter abusivo conforme a dicha Ley. y, por otra
parte. no puede ídentificarse [como hace el Registrador al invocar el
articulo lO. letra c). numero 2, de esa Ley/la facultad discrecional de
resolución a que esta norma -asi como e art!culo 1.156 del Código
Civil- se refiere con la resolución por impago al amparo del artículo
1.504 del Código Civil.

5. los defectos 4.°,5.°,7.° Y 8.° de la nota no han sido impugnados
por el recurrente, y en cuanto al recogido en el numero 6.°, el propio·
Presidente del Tribunal Superior de Catalui'la -que es a quien cn las
cucstiones qlle plantce el Derecho Civil de Cataluña corresponde dictar
la resolución definitiva en csos recursos- estima en el auto apelado que
corresponde a la Dirccción General decidir en este caso porque. en rigor.
aunque la nota del Registrador alude en su aPQ'jo a la tradición jurídica
catalana. «la base de su argumentación se fundamentn en normas. de
Dercrho Comun».

Esta Dirección General ha acordado revocar el auto apelado y la nota
del Registrador, en los extremos recurridos. y salvo en cuanto al
apartado D) del defecto 3.°

Lo Que, i:'on' devolución del expediente onginal. comunico a V. E.
pam su conocimiento y dcmás efectos.

Madrid, 10 de octubre de 1991.-EI Director genernL Antonio Pau
PC'drón.

Excmo'. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de la Comuni~
dád Autónoma de Cataluña.

RESOLUCION de 11 de oclllbre de 1991. de la Dirección
Gelleral de los Re~istros ti dc! NOlariado en el recurso
gubernativo intcrpllesto por el NotariO de Bo:rcelona, d01/
José Vice!1lC Martúu!:·Borso. colltra la I1c!?at/l'a del RegIS­
trador de la Propiedad. número 7 de Barcelol/a. a imenhir
tilia escritura de comprarenta. en rirtud de apelaCIón del
reCll~'I"eJlfe.

El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña remite a
est~t Dirección General el recurso gubernativo interpuesto por el Notario
de Barcelona, don Jose Vicente Martínez-Borso, contra la negativa del
RC'gistrador de la Propiedad. número 7 de Barcelona, a inscribir una
escritura de compraventa, pendiente de resolución ante este Centro
·Directivo, en virtud de apelación del recurrente.

HECHOS

1
El dia 4 de julio de 1989, mediante escritura· publica autorizada por

don Jose Vicente Martínez~Borso. Notario de Barcelona, la Caja de
Pensiones para la Vejez y de Ahorros de Cataluna y Baleares vendió a
dQn Francisco MartoreH Cavallc y dona Valentina Moreno Borondo,
por el precio y demás condiciones que en dicho· documento se
estab!C'cen. la finca que en el mismo se describe. En la expresada
escritura se pactan las siguientes cláusulas: «Segunda: El precio de esta
vcnta se fija en 2,402.000 pesetas. de las ,cuales: A) 422.957 pesetas
declaran los representantes de la Entidad vendedora haberlas recibido
antes de este acto de la parte compradora, por lo que otorgan en su favor
eficaz y'total carta de pago por dicha suma: B) Y el resto de 1.979.043
pesetas. incrementado con el interés anual del 12 por 100. que -la
voluntad negodal constituye como una sola obligación integrante de la
contraprestación básica del comprador. se aplaza, para ser satisfecho por
este en 120 plazos mensuales, los días 1de cada mes, desde l de a~osto

de 1989 al I de julio de 1999, ambos inclusive. de importe unitano de
28.393 pesetas cada uno de ellos, excepto el ultimo, que es de 28.514
pesetas. Dichas cuotas están caleuladas según el llamado sistema francés,
de acuerdo con el cuadro de amortización que me entregan firmado por
ambas partes y que dejo unido a la presente escritura. Los pagos se harán
mediante cargos en la cuenta numero· 27J86~57 que el comprador
l11antiC'ne en la oficina 822 de la Caja vendedora. quien queda
autorizada expresamente para ello. Tercera: La falta de pago a su
vC11ciniiento de dos cualesquiera de los pla~osindicados, o del último
de cllos, tendrá el canicter de condición resolutoria explícita a que se
r<..'ficrcl1 los artículos 1.504 del Códi~o Civil y 11 de-la Ley Hipotecaria.
con los efectos Que determina el artículo 59 de su Reglamento. La
'resolución plena y automática de la venta se próducirá por la notifiea~
ción del vendedor al comprador. y por el transeurso del plazo de gracia
de treinta días. a contar desde el siguiente a.la notificación, que ésta
misma deberá conceder. El titulo inscribible será el del vendedor.
acoOlp.lñado de los documentos que justifiquen haberse practicado la
notificación el transcurso del· plazo de gmcia, y. en· su caso. los
justificantes de la consignación a que se refiere el articulo 17j del
ReglamC'l1to Notarial. Como cláusula penal. Que lorma parte de la
estructurn misma de la condición resollltori<i pactada. ambas partes
C'Stablecen y la parte compradora consiente expresamente que en caso de
resolución. la vendedora retenga en su poder. en concepto de pena por
incumplimiento. utilización de la finca vendida e indemnización por
daños y perjuícios. la mitad de las cantidades Que la parte compradora
hubiese satisfecho hasta el momento de la resolución. sin que en ningún
caso dicha indemnización pueda superar ellO por 100 del precio total
dC' la finca vendida por cada año transcurrido desde la firma del presente
contrato. El vendedor; al consignar el precio pagado. en el momento de
ejercitar la resolución .. podrá deducir directamente dichas cantidades.
por cntC'nder que~ en caso de ser aplicable el articulo U54 del Código
Civil. correspondería al comprador solicitar judicialmente la modera·
dón de la pena. y no al vendedor perjudicado pf,lr su incumplimie!1to.
Igualmente qucdarán en beneficio del vendedor. en caso de resolUCión,
\' sin derecho a indemnización, cuantas obras e instalaciones de carácter
lijo hubieren sido realizadas en la finca vendida por el comprador.
Ambas partes establccen, yel vendedor consiente expresamente, que la
condición resolutoria pactada qucdara: extinguida por el trnnscurso de
sesenta meses a contar desde el vencimiento del último plazo. si antes
nO se hubiese"CJcrcitado el derechode resolución, y no conste en el
Rcgistro de la Propiedad asiento de prórroga .convencional del plazo. o
de cjercicio por el vendedor de las acciones que le correspondan por
razón de esta venta. pudiendo cancelarse en la forma prevista en el
artículo 355 del Reglamento Hipotecario».

II

Presentada la anterior escritura en el Registro de la Propiedad,
número 7, de Barcelona, fue calificada con la.. siguiente nota: ({Presen~

tado nuevamente el precedente documento, habiendo caducado el
anterior asiento de presentación 2.993 del Diario 20 y solicitada nota de
califfoCación por la prcsentante, según nota al margen del asiento de
prC'sentación numero 1.685 del Diario 2L se extiende ésta en los
siguientes términos: Suspendida la inscripcIón del precedente docu~


